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PROCEDIMIENTO ESPECIAL 
SANCIONADOR 

Expediente: TEEH–PES–011/2018 y su 
acumulado TEEH–PES–019/2018.  

Denunciante: José Manuel Alberto Escalante 
Martínez, representante propietario del 
Partido Revolucionario Institucional ante el 

Consejo General del Instituto Estatal Electoral 
de Hidalgo. 

Denunciado: Hernán Arjuna Hernández 
Cortés y Leopoldo Hernández Santos, 
regidores tercero y décimo primero, del 

Ayuntamiento de Huejutla de Reyes; el 
Partido Encuentro Social; y su candidato a 
Diputado Local por el Distrito Electoral 04 de 

Huejutla de Reyes, Sotero Ramírez Ramírez. 

Magistrado ponente: Manuel Alberto Cruz 
Martínez. 

 

 

Pachuca de Soto, Hidalgo; once de julio de dos mil dieciocho. 

 

V I S T O S los autos del expediente TEEH-PES-011/2018 y su 

acumulado TEEH-PES-019/2018, formado con motivo de los 

Procedimientos Especiales Sancionadores promovidos por José 

Manuel Alberto Escalante Martínez, con el carácter al rubro señalado, 

por presuntas violaciones a los principios de imparcialidad y 

neutralidad en la contienda electoral, atribuidas –en lo que aquí 

importa– a Hernán Arjuna Hernández Cortés y Leopoldo Hernández 

Santos, los regidores tercero y décimo primero respectivamente, del 

Ayuntamiento de Huejutla de Reyes, a Sotero Ramírez Ramírez en su 

carácter de candidato a Diputado Local por el Distrito 04, postulado 

por el Partido Encuentro Social, y a dicho ente político; este Tribunal 

Electoral del Estado de Hidalgo emite la presente resolución: 

 
 

G L O S A R I O 

 

Ayuntamiento:  Ayuntamiento de Huejutla de Reyes.  
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Candidato: Sotero Ramírez Ramírez, candidato a 
Diputado Local, postulado para el Distrito 

electoral 04 de Huejutla de Reyes, por el 
Partido Encuentro Social.  

Código Electoral: Código Electoral del Estado de Hidalgo. 

Consejo General:  Consejo General del Instituto Estatal 

Electoral de Hidalgo. 

Constitución: Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Constitución Local: Constitución Política del Estado de Hidalgo. 

Denunciante: José Manuel Alberto Escalante Martínez, 

representante propietario del Partido 
Revolucionario Institucional ante el Consejo 

General del Instituto Estatal Electoral de 
Hidalgo.  

Denunciados: Los regidores, candidato y P.E.S. 

Instituto Estatal:  Instituto Estatal Electoral de Hidalgo.  

Ley Orgánica del 

Tribunal: 

Ley Orgánica del Tribunal Electoral del 

Estado de Hidalgo. 

P.E.S.: Partido Encuentro Social.  

Procedimiento: Procedimiento Especial Sancionador.  

Regidores:  Hernán Arjuna Hernández Cortés y Leopoldo 
Hernández Santos, regidores tercero y 

décimo primero, del Ayuntamiento de 
Huejutla de Reyes. 

Reglamento Interior del 
Tribunal: 

Reglamento Interior del Tribunal Electoral del 
Estado de Hidalgo. 

Sala Superior: Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. 

Secretario Ejecutivo: Secretario Ejecutivo del Instituto Estatal 

Electoral de Hidalgo. 

Tribunal Electoral: Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo. 
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I. A N T E C E D E N T E S 

 

 

1. Nombramiento de regidores del Ayuntamiento.  

De acuerdo con las copias certificadas por el Secretario 

Ejecutivo que obran en el expediente, en sesión del ocho de junio de 

dos mil dieciséis el Consejo Municipal Electoral de Huejutla de Reyes, 

extendió Constancia de Mayoría a favor de Hernán Arjuna Hernández 

Cortés y Leopoldo Hernández Santos, como regidores tercero y 

décimo primero,  postulados por el Partido Encuentro Social, para 

integrar el Ayuntamiento durante el periodo comprendido del cinco de 

septiembre de esa anualidad al cuatro de septiembre de dos mil 

veinte. 

 

2. Inicio del proceso electoral.  

Conforme al Acuerdo CG/054/2017 del Instituto Estatal, el 

quince de diciembre de dos mil diecisiete dio inicio el proceso electoral 

2017-2018 en esta entidad federativa, para la renovación del 

Congreso Local.  

 

3. Registro de candidatas y candidatos para contender en 

elección ordinaria de Diputadas y Diputados Locales.  

En Acuerdo IEEH/CG/045/2018, el veinte de abril de dos mil 

dieciocho el Consejo General concedió al P.E.S. el registro de las 

fórmulas de candidatas y candidatos para la elección de Diputadas y 

Diputados Locales por el principio de mayoría relativa en el Estado de 

Hidalgo1; y entre los registrados, se encuentra el candidato, con 

carácter de propietario.  

 

4. Periodo de campañas electorales.  

De acuerdo con el calendario electoral aprobado mediante el 

referido Acuerdo CG/054/2017, el domingo veinticuatro de abril de 

                                                           
1
 El cual fue ofertado como prueba por el denunciante y tiene valor probatorio pleno en lo individual de 

conformidad con los artículos 323, fracción I y 324, segundo párrafo, del Código Electoral, así como el 
numeral 2 del Reglamento de la Oficialía Electoral del Instituto Estatal. 
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dos mil dieciocho comenzó el periodo de campañas electorales; y el 

pasado miércoles veintisiete de junio feneció dicha campaña.  

 

5. Interposición de las denuncias que motivaron el 

presente procedimiento y su trámite. 

Relativo al expediente TEEH-PES-011/2018, se advierte que el 

diecinueve de junio de dos mil dieciocho, el Denunciante presentó -

ante el Instituto Estatal- queja en contra de: 

o Leopoldo Hernández Santos y Hernán Hernández Cortés, como 

regidores del Ayuntamiento;  

o Sotero Ramírez Ramírez como candidato; y  

o P.E.S., por culpa in vigilando.  

A todos, atribuyéndoles conductas presuntamente violatorias de 

los principios de imparcialidad y neutralidad de los servidores 

públicos, establecidos en el artículo 134 -párrafo sexto- de la 

Constitución.  

En la misma fecha, el Secretario Ejecutivo formó el expediente 

registrado con el número IEEH/SE/PASE/012/2018, reconociendo la 

calidad jurídica del Denunciante; se reservó la admisión y ordenó al 

Ayuntamiento la práctica de diversas diligencias -de carácter 

sustantivo- para mejor proveer, tales como que en treinta y seis 

horas:  

a). Informara si los Denunciados tienen calidad de regidores 

tercero y décimo primero. 

b). Remitiera documento idóneo que acredite tal calidad, en su 

caso. 

c). Señalara la fecha en que tomaron posesión del cargo. 

d). Informara el horario de labores de dichos servidores 

públicos.  

e). Comunicara si el once de mayo de dos mil dieciocho, se 

presentaron a laborar o en su caso, pidieron licencia que les 

permitiera ausentarse de las labores propias de su encargo.  
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En tanto que, al Denunciante se le requirió para que presentara 

la fe de hechos realizada por la Representante Propietaria del Partido 

Revolucionario Institucional, en el término de veinticuatro horas.  

El veintiuno de junio de dos mil dieciocho, el Denunciante dio 

cumplimiento a ello; y, el veintitrés del mismo mes y año, el Director 

de Recursos Humanos del Ayuntamiento rindió informe en que dio 

cumplimento parcial a lo requerido e informó que no encontró registro 

a nombre de Hernán Hernández Cortés, pero sí del regidor con 

nombre Hernán Arjuna Hernández Cortés.  

El veinticinco de junio de dos mil dieciocho, el Secretario 

Ejecutivo emitió nuevo requerimiento al Denunciante, para que 

aclarara o proporcionara el nombre correcto de uno de los servidores 

públicos denunciados, en el término de veinticuatro horas, bajo 

apercibimiento que en caso de no proporcionarlo, el Procedimiento se 

seguiría sin la denuncia en contra de Hernán Hernández Cortés.  

Al día siguiente, el Denunciante comunicó que tal persona tiene 

el nombre completo de Hernán Hernández Cortés; ante lo cual en 

idéntica fecha el Secretario Ejecutivo admitió a trámite el 

Procedimiento únicamente por lo que hace a Leopoldo Hernández 

Santos, el candidato y el P.E.S.; asimismo, ordenó correr traslado a 

los Denunciados y señaló las doce horas del dos de julio de la misma 

anualidad para llevar a cabo la audiencia de alegatos, fecha y hora en 

que compareció de forma escrita el Denunciante, sin que los 

Denunciados se hayan presentado, y en tal diligencia se admitieron 

las pruebas ofertadas por aquel. 

El mismo dos de julio de dos mil dieciocho, el Secretario 

Ejecutivo rindió informe circunstanciado, y ordenó remitir a este 

Tribunal Electoral los registros correspondientes.  

De forma extemporánea, el regidor y los representantes del 

propietario y suplente del P.E.S., contestaron la denuncia.  

 

Y por cuanto hace al expediente TEEH-PES-019/2018, el 

veintiocho de junio de dos mil dieciocho, el Denunciante presentó -

ante el Instituto Estatal- queja en contra de: 
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o Hernán Arjuna Hernández Cortés, como regidor del 

Ayuntamiento;  

o Sotero Ramírez Ramírez como candidato; y  

o P.E.S., por culpa in vigilando.  

A todos, atribuyéndoles conductas presuntamente violatorias de 

los principios de imparcialidad y neutralidad de los servidores 

públicos, establecidos en el artículo 134 -párrafo sexto- de la 

Constitución.  

Al día siguiente, el Secretario Ejecutivo formó el expediente 

registrado con el número IEEH/SE/PASE/022/2018, reconociendo la 

calidad jurídica del Denunciante, admitió a trámite el Procedimiento y 

ordenó correr traslado a los Denunciados; señalando las doce horas 

del seis de julio de la misma anualidad para llevar a cabo la audiencia 

de alegatos. 

Fecha y hora en que compareció de forma escrita el 

Denunciante y el regidor Denunciado, admitiéndose las pruebas 

ofertadas por aquel; y el Secretario Ejecutivo rindió informe 

circunstanciado en que ordenó remitir a este Tribunal Electoral los 

registros correspondientes.  

 

6. Remisión al Tribunal Electoral.  

Mediante oficios IEEH/SE/DEJ/363/2018 y 

IEEH/SE/DEJ/390/2018, el dos y seis de julio de dos mil dieciocho, 

respectivamente, el Secretario Ejecutivo remitió a este Tribunal 

Electoral los expedientes radicados para los Procedimientos 

IEEH/SE/PASE/012/2018 y IEEH/SE/PASE/022/2018.  

 

7. Trámite en este Tribunal Electoral.  

Por cuanto hace al expediente IEEH/SE/PASE/012/2018, 

mediante proveído del tres de julio de dos mil dieciocho, el Magistrado 

Presidente de este Tribunal Electoral, ordenó integrar el expediente 

bajo la clave TEEH-PES-011/2018, y se turnó a su ponencia para la 

debida sustanciación. 
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De conformidad con el artículo 341 –fracción II- del Código 

Electoral, derivado de que el Ayuntamiento sólo dio cumplimiento 

parcial al requerimiento que le hiciera el Secretario Ejecutivo, el 

cuatro de julio de dos mil dieciocho, este Tribunal Electoral ordenó 

como diligencias para mejor proveer:  

a). Adjuntar la documentación que acredite la calidad de 

Leopoldo Hernández Santos como regidor;  

b). Informar el horario de labores de dicho servidor público, en 

su caso;  

c). Comunicar si el once de mayo de dos mil dieciocho, el antes 

nombrado se presentó a laborar, o en su defecto pidió licencia para 

ausentarse de las labores propias de su encargo; y  

d). Remitir copia certificada del acta de sesión ordinaria décimo 

séptima del Ayuntamiento, de fecha uno de febrero de dos mil 

dieciocho (esta última en razón de la información que proporcionó el 

Denunciante en su contestación extemporánea).  

Tal documentación fue remitida por el Secretario Ejecutivo a 

este Tribunal Electoral, a través de los oficios IEEH/SE/DEJ/372/2018 

y IEEH/SE/DEJ/382/2018, del pasado cuatro y cinco de julio.  

Derivado de lo cual, mediante acuerdo del siete de julio de dos 

mil dieciocho se cerró la instrucción. 

 

Ahora bien, por cuanto hace al expediente 

IEEH/SE/PASE/022/2018, mediante proveído del mismo siete de julio, 

el Magistrado Presidente de este Tribunal Electoral, ordenó integrar el 

expediente bajo la clave TEEH-PES-019/2018 y por estar 

debidamente sustanciado, a efecto de evitar el dictado de 

resoluciones que pudieren resultar contrarias, resolvió: 

a). Dejar sin efectos el cierre de instrucción del TEEH-PES-

012/2018. 

b). Acumular el TEEH-PES-019/2018 al TEEH-PES-012/2018, 

para la pronta y expedita resolución de los mismos, en virtud de 

tratarse del mismo acto y autoridades denunciadas y denunciante. 
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Finalmente, mediante acuerdo del nueve de julio de dos mil 

dieciocho, se cerró la instrucción, y al encontrarse debidamente 

sustanciado el Procedimiento se resuelve el fondo del presente 

asunto.  

 

II. C O M P E T E N C I A 

 

Este Tribunal Electoral tiene jurisdicción y es competente para 

conocer y resolver las quejas presentadas por el Denunciante, con 

fundamento en los artículos 1, 13, 14, 16, 17, 41 –fracción VI–, 116, 

–fracción IV, inciso c) y o) –, 133 y 134 de la Constitución; 1, 2, 3, 4, 

4 Bis, 9, 24 –fracción IV-, y 99 –apartado C, fracción IV- de la 

Constitución Local; 1 –fracción VII-, 2, 319, 337 a 342 del Código 

Electoral; 1, 2, 4, 7 y 12 –fracción II- de la Ley Orgánica del Tribunal; 

1, 9 y 17 –fracción I– del Reglamento Interior del Tribunal. 

Sirve de apoyo la Jurisprudencia 25/2015 emitida por la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en 

sesión pública del veintiséis de agosto de dos mil quince, con el rubro: 

“COMPETENCIA. SISTEMA DE DISTRIBUCIÓN PARA CONOCER, 

SUSTANCIAR, Y RESOLVER PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES.”2. 

 

III. P R E S U P U E S T O S    P R O C E S A L E S 

 

Previo al estudio de fondo del asunto en que se actúa, este 

Tribunal Electoral determina analizar los presupuestos procesales a 

                                                           
2
 Criterio orientador de contenido siguiente: “De la interpretación sistemática de lo dispuesto en los 

artículos 41, base III, Apartado D; 116, fracción IV, inicio o), y 134, párrafo octavo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con lo establecido en los artículos 440, 470 y 471 
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, se advierte que el sistema de 
distribución de competencias para conocer, sustanciar y resolver los procedimientos sancionadores 
previstos en la normativa electoral atiende, esencialmente, a la vinculación de la irregularidad 
denunciada con algún proceso comicial, ya sea local o federal, así como al ámbito territorial en que 
ocurra y tenga impacto la conducta ilegal. De esta manera, para establecer la competencia de las 
autoridades electorales locales para conocer de un procedimiento sancionador, debe analizarse si la 
irregularidad denunciada: i) se encuentra prevista como infracción en la normativa electoral local; ii) 
impacta solo en la elección local, de manera que no se encuentra relacionada con los comicios federales; 
iii) está acotada al territorio de una entidad federativa, y iv) no se trata de una conducta ilícita cuya 
denuncia corresponda conocer a la autoridad nacional electoral y a la Sala Especializada del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación.” 
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que se refiere el artículo 327 del Código Electoral, toda vez que su 

estudio es de carácter oficioso, en virtud que para que un 

Procedimiento como el que nos ocupa pueda desarrollarse con validez 

y eficacia jurídica, es necesario que el mismo se encuentre 

plenamente satisfecho en lo exigible a la parte Denunciante. 

 

1. Forma.  

Los escritos mediante los cuales se interpongan la quejas o 

denuncias por presuntas violaciones a la normatividad electoral, 

deben cumplir con:  

 Nombre del quejoso o denunciante con firma autógrafa o 

firma digital: en cuanto a este tópico, se advierte satisfecho 

por contar con el nombre del ahora Denunciante y apreciarse de 

forma objetiva una firma ilegible del mismo. 

  

 Precisar domicilio para oír y recibir notificaciones: 

requisito que se satisface toda vez que este Tribunal Electoral 

tiene en cuenta que en los escritos se hizo constar la forma en 

que el Denunciante deseaba recibir las notificaciones derivadas 

del presente Procedimiento.  

 

 Legitimación de quien promueve: No obstante la naturaleza 

de interés público del Procedimiento que nos ocupa, en términos 

del artículo 327 del Código Electoral se estima actualizada la 

legitimación del Denunciante, tomando en consideración que 

hace del conocimiento de la autoridad electoral investigadora 

hechos que aparentemente pueden vulnerar los principios 

constitucionales del proceso electoral, acaecidos en el Distrito 

04 con cabecera en Huejutla de Reyes. 

Por analogía, sirve de apoyo la jurisprudencia 36/2010 de la 

Cuarta Época, emitida por la Sala Superior en sesión pública 

celebrada el seis de octubre de dos mil diez, con el siguiente 

rubro y texto: “PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ESPECIAL 
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SANCIONADOR. SUJETOS LEGITIMADOS PARA PRESENTAR LA 

QUEJA O DENUNCIA.”3. 

 

 Narración expresa y clara de los hechos en que se basa la 

queja o denuncia, y de ser posible los preceptos 

presuntamente violados: requisito que también se estima 

satisfecho pues de la lectura correspondiente a sus hechos 

denunciados, se advierte la narrativa exigible, y que invocó los 

preceptos legales que estimó procedentes, lo cual será motivo 

de análisis del fondo de la presente resolución más adelante.  

 

 Ofrecer y aportar las pruebas con que cuente, o en su 

caso mencionar las que habrán de requerirse: en relación 

con este requisito, atendiendo a la naturaleza de lo reclamado, 

está debidamente satisfecho, sin que sea necesario hacer un 

desglose en este apartado, por tener relación con lo que se 

examinará de fondo.  

En tal virtud, al analizar la instrumental de actuaciones –la cual 

goza de pleno valor probatorio de conformidad con lo establecido por 

el artículo 324 del Código Electoral– se llega al conocimiento de que 

los presupuestos procesales citados con anterioridad, se encuentran 

plenamente satisfechos en ambos escritos de denuncia. 

 

IV. E S T U D I O    D E    F O N D O  

 

Para mejor comprensión de la presente resolución, por cuestión 

de método se ha tomado la determinación de segmentar en cinco 

apartados (identificados con los incisos A, B, C, D y E), debidamente titulados para su 

identificación, el análisis que lleva a cabo este Tribunal Electoral.  

 

                                                           
3
 Criterio orientador de contenido siguiente: “De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 

361, párrafo 1, 362, párrafo 1 y 368, párrafo 2, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, se concluye que, por regla general, cualquier sujeto puede presentar denuncias para iniciar 
el procedimiento administrativo especial sancionador, salvo en el caso de difusión de propaganda que 
denigre o calumnie, en el que solamente la parte agraviada estará legitimada para denunciar. Lo anterior 
obedece a que el procedimiento mencionado es de orden público, por lo que basta que se hagan del 
conocimiento de la autoridad administrativa sancionadora hechos que presuntamente infrinjan normas 
electorales para que dé inicio el procedimiento respectivo.” 
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APARTADO A: “FIJACIÓN DE LA LITIS” 

El Procedimiento promovido por el Denunciante, gira en torno a 

declarar la existencia o inexistencia de la violación de los principios de 

imparcialidad y neutralidad en la contienda electoral dentro del 

Distrito 04 de Huejutla de Reyes, por la intervención de los regidores 

en actos de proselitismo del candidato; y asimismo atribuye 

responsabilidad por culpa in vigilando al P.E.S.  

 

APARTADO B: “CUESTIONES PRELIMINARES” 

i. Presunción de inocencia. Cuando se denuncie una violación 

a principios electorales, la autoridad administrativa debe proceder a 

su investigación y al encontrarse prueba de su responsabilidad, 

proceder a la sanción correspondiente.  

De ahí que es necesario en este asunto, tomar en cuenta el 

derecho a la presunción de inocencia4 por ser un tópico central de 

todo sistema democrático, que tiene por objeto preservar la seguridad 

jurídica y la defensa; y busca proteger a los gobernados (como entes 

individuales y como entes colectivos o jurídicos) de la limitación de 

sus derechos. 

Principio que es de aplicabilidad no solamente en materia penal, 

sino en todo asunto en que se atribuya una responsabilidad a una 

persona moral o física. 

Por ello, el principio aludido –en su vertiente de regla 

probatoria– establece los requisitos que debe cumplir la actividad 

justificante, y las características que deben reunir los medios de 

prueba aportados para poder considerar que existe prueba de cargo 

válida, y destruir así el estatus de inocente que se tiene dentro del 

Procedimiento.  

El hecho que los regidores, el candidato -y por ende el P.E.S.- 

deban aportar al proceso los elementos de prueba respecto de su 

inocencia, no implica que se releve al Denunciante de la carga de 

                                                           
4 Consagrado en la Constitución, en su artículo 20, así como en el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos –numeral 14-, y el Pacto de San José –artículo 8-, la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre -artículo XXVI-.  
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adminicular y comprobar los elementos de culpa, ni que la autoridad 

investigadora quede sin la obligación que le corresponde de indagar; 

ya que la presunción de inocencia sólo se agota en la medida en que 

existan pruebas suficientes que acrediten la responsabilidad de una 

persona física o jurídica, y que éstas no hayan sido desvirtuadas. 

Sirve de apoyo la jurisprudencia 43/2014 en materia 

Constitucional, emitida en la décima época por el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, registrada para su consulta con el 

número 2006590, de rubro “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE 

PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ESPECIAL 

SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES.5”  

Por tal razón, en principio opera el de presunción de inocencia a 

favor de los Denunciados, hasta en tanto el mismo no quede 

destruido con el acervo probatorio al efecto aportado por el 

Denunciante, o bien se haya hecho llegar por el Instituto Estatal en su 

carácter de autoridad investigadora.  

 

ii. Análisis de los principios de imparcialidad y 

neutralidad. Para tal efecto debemos tomar en cuenta en qué 

consisten los principios de imparcialidad y neutralidad de los 

servidores públicos.  

Al respecto el artículo 41 -base V, apartado A- de la 

Constitución señala que, en la organización de las elecciones, la 

                                                           
5
 Criterio orientador de contenido siguiente: “El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los 
artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, 
apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto 
anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva 
implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los 
diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -
porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo 
sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una 
mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los 
principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado 
pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de 
presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes 
pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el 
poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de 
presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o 
modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona 
que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción 
cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al 
derecho al debido proceso.”  
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certeza, legalidad, independencia, imparcialidad (el cual recoge a su 

vez el de neutralidad) y objetividad serán principios rectores.  

Para definir la finalidad y alcance de tales principios, es 

indispensable examinar la reforma que los originó y la manera en que 

han evolucionado en su interpretación.  

Entre las razones que generaron el proyecto de reforma 

Constitucional en materia electoral, se contempló como una de las 

finalidades alcanzar la imparcialidad de los servidores públicos 

respecto de la contienda electoral, y evitar que hagan uso de su cargo 

para promover sus ambiciones personales en el ámbito político6; en el 

caso es de relevancia indicar que se fijaron tres restricciones a los 

servidores públicos en el artículo 134 Constitucional, de las cuales la 

de relevancia para este asunto es el deber de los mismos para aplicar 

con imparcialidad los recursos públicos que estén bajo su 

responsabilidad, sin influir en la equidad de las contiendas electorales. 

En relación con el indicado contexto Constitucional, su homóloga 

local en esta entidad federativa recoge en su numeral 157 –fracción 

VI, segundo párrafo– idéntica intención normativa de carácter 

restrictivo.  

Tal delimitación representa la manifestación del principio de 

imparcialidad (que, ya hemos dicho, recoge el de neutralidad), y 

supone de cualquier manera la prohibición del empleo o desvío de 

recursos públicos con el efecto de impactar en forma negativa la 

igualdad de los ciudadanos y partidos políticos que contienden en el 

ámbito electoral. 

Y tocante a la intervención de ciudadanos que tengan un cargo 

público en eventos de índole partidista o electoral, en la actualidad se 

cuenta con criterios que permiten un ejercicio más amplio de las 

libertades de reunión de los ciudadanos que tienen un cargo público; 

ello, siempre que ese ejercicio no incida en las actividades inherentes 

a su función pública.  

 

                                                           
6
 Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 21, 85, 97, 108, 116, 

122 y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. Consultable en la Gaceta 
Parlamentaria, año X, número 2331 de treinta y uno de agosto de dos mil siete. 
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iii. Precedentes de la Sala Superior sobre el tema 

abordado, y marco normativo nacional e internacional acerca 

del derecho humano de reunión y participación en la vida 

política. No pasa inadvertido que, anteriormente era criterio de la 

Sala Superior7, considerar que resultaba contrario al principio de 

imparcialidad la asistencia de servidores públicos a actos de campaña, 

ya que el cargo que ostentan persiste durante todo el periodo de la 

vigencia en su ejercicio, con independencia que su asistencia fuera en 

día hábil o no, y que por ende tal investidura podía afectar al 

electorado que tenía participación en actos donde intervinieran los 

servidores públicos.  

Empero la misma Sala Superior ha reconsiderado tal reflexión, y 

ha sostenido que la mera concurrencia de un servidor público a un 

evento partidista, en tiempo inhábil no conlleva por sí misma 

influencia en el electorado, siempre y cuando su acción no se traduzca 

en una participación activa y preponderante de parte del referido 

servidor público; y, tampoco implica entonces el uso de recursos 

públicos a favor de determinado partido político o candidato.  

Dicho criterio se reforzó en el recurso de apelación 

SUP/RAP/75/2016, en tanto que la autoridad superior electoral fue 

clara en que todos los ciudadanos –incluyendo los servidores públicos 

porque no pierden aquella calidad por ese cargo– además de tener el 

derecho de asistir en día inhábil a eventos de carácter político 

electoral, tienen derecho a militar en un partido político en ejercicio 

de sus derechos fundamentales en materia política, y con ello ejercer 

su derecho también fundamental de reunión.  

Tal derecho humano tiene su origen en los artículos 35 y 41 de 

la Constitución; 2, 3, 19, 21 y 22 del Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos8; 1, 13, 16 y 23 de la Convención Americana sobre 

                                                           
7
 En las sentencias SUP-RAP-74/2008 y SUP-RAP-75/2008, dictadas, respectivamente, el dos de julio y el 

dieciocho de junio de dos mil ocho. 
8
  

2.- Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos 
los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos 
reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social. (…) 
 
3.- Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la 
igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto.  
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Derechos Humanos9; 2, 19 y 20 de la Declaración Universal de 

Derechos Humanos10; XXI de la Declaración Americana de los 

Derechos y Deberes del Hombre11.  

                                                                                                                                                                           
19.- 1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 2. Toda persona tiene derecho a la libertad 
de expresión; este derecho comprende la libertad de busca, recibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, 
o por cualquier otro procedimiento de su elección. 3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de 
este artículo entraña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a 
ciertas restricciones que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias 
para: a) asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; b) La protección de la 
seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 
 
21.- Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las 
restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la 
seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la moral 
públicas o los derechos y libertades de los demás.  
 
22.- 1. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso el derecho de fundar 
sindicatos y afiliarse a ellos para la protección de sus intereses. 2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá 
estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en 
interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger la salud o la 
moral públicas o los derechos y libertades de los demás. El presente artículo no impedirá la imposición 
de restricciones legales al ejercicio de tal derecho cuando se trate de miembros de las fuerzas armadas y 
de la política.  
9
  

1.- Obligación de Respetar los Derechos. 1. Los Estados Partes de esta Convención se comprometen a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, región, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 2. Para los efectos de esta Convención, persona 
es todo ser humano.  
 
13.- Libertad de Pensamiento y de Expresión. 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de 
pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras ya sea oralmente, por escrito o en 
forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.   2. El ejercicio del derecho 
previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades 
ulteriores las que deben estar expresamente fijadas por la ley ser necesarias para asegurar: a) El respeto 
a los derechos o a la reputación de los demás, o   b) La protección de la seguridad nacional, el orden 
público o la salud o la moral públicas.  (…).  
 
16.- Libertad de Asociación. 1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines 
ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera 
otra índole. 2. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a restricciones previstas por la ley que 
sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del 
orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás.  3. 
Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales y aún la privación del 
ejercicio del derecho de asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía.  
 
23.- Derechos Políticos.  1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 
oportunidades:  a) De participar en la dirección de los asuntos políticos, directamente o por medio de 
representantes libremente elegidos; b) De votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, 
realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de voluntad 
de los electores, y  c) De tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de 
su país.  2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el 
inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, 
capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.   
 
 
10

 2.- 1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin 
distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.  2, Además, no se hará 
distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya 
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De la correlación de esos dispositivos legales de carácter 

nacional e internacional, se desprenden las siguientes premisas:  

 Los derechos humanos son de carácter universal.  

 Son derechos humanos -entre otros- los siguientes: reunión y 

voto debidamente informado.  

 Los derechos humanos deben interpretarse conforme al 

principio pro persona, lo que exige el análisis bajo un criterio de 

progresividad; así lo exige el propio artículo 29 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos12.  

 Tales derechos solamente pueden estar restringidos por lo 

expresamente previsto en la ley (para el caso, el artículo 134 de 

la Constitución), mas nunca por cualquier otra condición, bajo 

riesgo de incurrir en violación al principio de igualdad.  

A partir de ese desglose, es indiscutible que debemos 

comprender qué significa cada uno de los derechos humanos 

indicados en párrafos que anteceden, dentro de este apartado.  

Así, las cosas el derecho de reunión implica la libertad de todos 

los habitantes de la República, para poder congregarse con otros con 

cualquier finalidad y objeto, siempre que dicha reunión sea de 

carácter pacífico y tenga un objeto lícito; y, si se trata de reuniones 

de carácter político conlleva que tengan relación directa con un 

                                                                                                                                                                           
jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo 
administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía.  
 
19.- Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no 
ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de 
difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.  
 
20.- 1. Todo individuo tiene derecho a la libertad de reunión y asociación pacíficas. 2. Nadie podrá ser 
obligado a pertenecer a una asociación.  
 
 
11

  
XXI. Toda persona tiene derecho a reunirse pacíficamente con otras, en manifestación pública o en 
asamblea transitoria, en relación con sus intereses comunes de cualquier índole.  
12

  
29. Normas de Interpretación. Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en 
el sentido de: a) Permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de 
los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en 
ella; b) Limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo 
con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno 
de dichos Estados; (…).  
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proceso electoral, en ese caso solamente podrán participar los 

ciudadanos mexicanos13.  

De ahí que el derecho humano de reunión se ejerce en forma 

individual, pero tiene el carácter colectivo, pues para que pueda haber 

una reunión deben intervenir al menos dos sujetos; y, tal derecho 

supone un ámbito temporal transitorio en su ejercicio, pues una 

reunión de carácter permanente se asemejaría más –quizá- al de 

asociación.  

Ahora bien, tal derecho de reunión debe hacerse compatible con 

otros derechos; en el caso específico, atendiendo a la naturaleza del 

hecho denunciado, va ligado al de recibir información como 

ciudadano, acerca de las propuestas de los postulantes de una 

contienda electoral, para de esa forma poder ejercer su libertad de 

expresión tendente a la elección de sus gobernantes (mediante el 

voto) en forma suficientemente informada y responsable, mediante lo 

que supone, el ejercicio de los derechos humanos de todos los 

ciudadanos mexicanos que no estén suspendidos por orden judicial en 

el ejercicio de dicha prerrogativa.  

A partir de ello, si es bien sabido que la libertad de expresión es 

un elemento fundamental en todo Estado Democrático; y, si el 

derecho a ejercer el voto no solamente es un derecho, sino 

igualmente una obligación de todo ciudadano mexicano para la 

elección de sus representantes en el poder público, entonces es 

innegable que para que el Estado pueda generar condiciones a sus 

ciudadanos, para elegir en forma responsable e informada a sus 

representantes políticos, debe contar con un conocimiento de las 

propuestas de los mismos, lo cual se logra asistiendo a reuniones bajo 

una conducta pasiva (siendo receptivo a información); leyendo, 

viendo o escuchando artículos periodísticos de medios de 

comunicación; visualizando carteles propagandísticos en su 

comunidad, etcétera.  

De suerte que, los derechos humanos interrelacionados entre sí 

que hemos abordado, efectivamente no son ilimitados; y, en 

específico tratándose de servidores públicos titulares de esos 

                                                           
13

  Doctor Miguel Carbonell.  Publicación “La libertad de asociación y de reunión en México”. Acervo de la 
Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM.  
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derechos públicos subjetivos, la única restricción que se puede 

imponer es la que surje del artículo 134 Constitucional.  

Así las cosas, es indiscutible que poder participar en la vida 

política del país mediante el ejercicio de derecho de reunión para 

recibir información y poder hacer efectiva su libertad de expresión el 

día de los comicios, constituye un derecho fundamental de todos los 

ciudadanos, el cual no se pierde por el solo hecho de tener un cargo 

público, en tanto que los derechos humanos solamente pueden ser 

razonablemente limitados en los casos previstos en la Constitución; y 

la misma señala que mientras no se tenga una participación activa 

como servidor público en un acto de campaña, y además no se 

utilicen recursos públicos para tal efecto, no se actualiza la restricción 

constitucional supracitada.  

De todo lo expuesto se puede sostener que, el artículo 134 de la 

Constitución obliga a los servidores públicos a que, en ejercicio de su 

función apliquen con imparcialidad los recursos, sin influir en la 

competencia equitativa; y por otro, a que el ejercicio de sus derechos 

de reunión así como su derecho a participar en la vida política no los 

distraiga del desempeño de sus funciones.  

En ese tenor, la Sala Superior -en sesión del treinta de mayo de 

dos mil doce- aprobó por unanimidad la jurisprudencia de la Quinta 

Época, de rubro “ACTOS DE PROSELITISMO POLÍTICO. LA SOLA 

ASISTENCIA DE SERVIDORES PÚBLICOS EN DÍAS INHÁBILES A 

TALES ACTOS NO ESTÁ RESTRINGIDA EN LA LEY”14, de acuerdo con 

la cual aun cuando un ciudadano ejerza un cargo de servidor público, 

puede asistir a actos proselitistas, siempre que ello no se efectúe en 

tiempo que debía destinar a su función pública.  

El alcance razonable que debemos dar a ese pronunciamiento, 

es que la intención de la máxima autoridad judicial electoral está 

                                                           
14

 “De la interpretación sistemática de los artículos 1º, 6º, 35, 41 y 134, párrafo segundo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 341, párrafo 1, inciso c), del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, se colige la prohibición a los servidores del Estado 
de desviar recursos públicos para favorecer a determinado partido político, precandidato o candidato a 
un cargo de elección popular. En este contexto, la sola asistencia en días inhábiles de los servidores 
públicos a eventos de proselitismo político para apoyar a determinado partido, precandidato o 
candidato, no está incluida en la restricción citada, en tanto que tal conducta, por sí misma, no implica el 
uso indebido de recursos del Estado; en consecuencia, se reconoce que la asistencia a esta clase de 
actos, se realiza en ejercicio de las libertades de expresión y asociación en materia política de los 
ciudadanos, las cuales no pueden ser restringidas por el sólo hecho de desempeñar un cargo público, por 
tratarse de derechos fundamentales que sólo pueden limitarse en los casos previstos en el propio orden 
constitucional y legal.”  
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encauzada a que el servidor público no deje de cumplir con sus 

funciones por distraerse en actos de proselitismo, pero que en tanto 

ello no ocurra, puede ejercer su libertad de reunión y participación 

pasiva en actos de proselitismo.  

A mayor abundamiento: según lo previsto en el artículo 1º de la 

Constitución, se deben destacar varios aspectos en torno al tema que 

hoy nos ocupa:  

1.- En nuestro país, todas las personas gozan de los derechos 

humanos que se reconocen en la Constitución y los supracitados 

tratados internacionales, en tanto que de ellos forma parte el Estado 

Mexicano.  

2.- Tales normas jurídicas en materia de derechos humanos, 

deben interpretarse garantizando siempre la protección más amplia a 

las personas titulares de los mismos.  

3.- Toda autoridad -y este Tribunal Electoral tiene tal carácter-  

está obligada a promover, respetar, proteger y garantizar la vigencia 

eficaz de tales derechos humanos, sobre todo conforme al principio de 

progresividad que ahora nos ocupa en la interpretación que se realiza.  

4.- Los derechos humanos solamente se pueden restringir en las 

circunstancias y con los requisitos previstos por la Constitución y los 

supracitados instrumentos internacionales.  

5.- Uno de los derechos humanos que se prevén en esos 

cuerpos normativos, es el derecho político electoral, que en la especie 

va de la mano con el de reunión.  

6.- La restricción a la correlación de tales derechos humanos en 

tratándose de un servidor público, estriba en que: 

a) No utilice recursos públicos para el ejercicio de tal derecho, y 

b) No influya con su cargo público en la equidad de las 

contiendas electorales (lo cual a su vez exige que su libertad de 

reunión se efectúe sin posturas activas, sino únicamente pasivas o 

receptivas).  

Bajo esa óptica, todas las normas jurídicas relativas a los 

derechos político electorales, siempre que no se desconozca o 
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desvirtúe su esencia y naturaleza jurídica formal (como el derecho 

humano de reunión con fines político electorales), deben ser 

interpretadas en forma progresiva mas no restrictiva, es decir con 

criterio garantista a efecto de dar la protección más amplia de su 

vigencia formal y material, no solamente en beneficio de la 

comunidad, sino del titular subjetivo del derecho en análisis.  

Es incuestionable que los servidores públicos, durante la 

vigencia de su función, tienen en todo tiempo todos los días tal 

calidad jurídica, pues la misma no se pierde o suspende durante los 

días u horas inhábiles.  

Empero como principio se debe ponderar que los ciudadanos 

que ejercen alguna función pública, no pueden ser considerados por sí 

mismos como recurso material, financiero o económico propiedad del 

Estado; sino como un recurso humano en lo estrictamente necesario 

para que los órganos del poder público puedan cumplir sus funciones.  

En esa línea, bajo el tenor de la prohibición del artículo 134 de 

la Constitución sí puede ser considerado recurso público (aunque sin 

cualidad apropiativa por parte del Estado) en tanto que es exigible 

que esté en el ejercicio de su función y lleve a cabo acciones 

inherentes a sus facultades. 

Así las cosas, si un servidor público asiste a un acto de 

proselitismo, durante un día hábil, dicha acción no genera por sí 

misma la actualización de la violación a los principios de imparcialidad 

y neutralidad que nos ocupan; porque para ello deben satisfacerse de 

forma adicional los otros elementos que se han señalado con 

antelación (es decir, que haya tenido una participación directa e 

inmediata en ejercicio de su función pública encomendada, en el 

respectivo acto proselitista) exigiéndose además que haya solicitado 

como servidor público el voto de los electores o el apoyo político a 

favor de determinado contendiente electoral, y que ello lo condicione 

a la prestación del servicio público que tiene a su cargo.  

Según ese panorama, solamente bajo la existencia y 

comprobación de tales tópicos podría concluirse que hubo indebida 

participación y uso de recursos públicos, con la consecuente 
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vulneración a los aludidos principios de imparcialidad y neutralidad 

que hemos examinado en este apartado.  

 

APARTADO C: “VALORACIÓN DE PRUEBAS” 

 Para efecto de verificar si se acreditan o no los hechos 

denunciados, conforme a los principios de pertinencia y conducencia 

de la prueba, en el expediente radicado para el Procedimiento TEEH–

PES–011/2018 y su acumulado TEEH–PES–019/2018, se cuenta con 

el siguiente acervo demostrativo que procede a valorarse primero en 

forma individual: 

1).- Copia certificada del acta circunstanciada firmada el catorce 

de mayo de dos mil dieciocho, por el Consejero Presidente, Consejero 

Electoral y Secretario del Consejo Distrital IV de Huejutla de Reyes; 

de cuyo contenido se revela que en la página de red social 

denominada “Facebook” visible en la liga 

www.facebook.com/profesoteroramirez/ que corresponde a la del 

Candidato, se advertían tres fotografías en que se visualiza:  

I.  El Candidato sentado con varias personas, y la etiqueta 

“realicé un recorrido por varias localidades del Distrito 04; uno de mis 

objetivos es recorrer la mayor cantidad de comunidades del Distrito 

04, para dar a conocer las iniciativas que habremos de llevar al 

Congreso Local. Recorrí localidades de Octatitla, Rancho Nuevo y 

Rancho Nuevo Ahuatzintla del municipio de Huejutla”.  

II. El Candidato abraza a una señora, y al fondo: de lado 

izquierdo se aprecia a Hernán Arjuna Hernández Cortés (regidor tres), 

y de lado derecho Leopoldo Hernández Santos (regidor once), ambos 

del Ayuntamiento.  

III. El Candidato sentado en círculo con varias personas, 

también sentadas, y de lado izquierdo aparece el regidor tres del 

Ayuntamiento.  

Medio de prueba que en lo individual, con fundamento en los 

artículos 323, fracción I y 324, segundo párrafo, del Código Electoral, 

así como el numeral 2 del Reglamento de la Oficialía Electoral del 

Instituto Estatal, tiene valor pleno; sin perjuicio de la eficacia 

http://www.facebook.com/profesoteroramirez/
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probatoria que al momento de emitirse la resolución respectiva pueda 

alcanzar al concatenarse con demás elementos que obren en el 

expediente. 

2).- Informes fechados el veintidós y veinticinco de junio de dos 

mil dieciocho, emitidos por el director de Recursos Humanos del 

Ayuntamiento, de los cuales se desprende que:  

I. Leopoldo Hernández Santos, está registrado como Regidor 

Décimo Primero de ese Ayuntamiento;  

II. Hernán Arjuna Hernández Cortés, está registrado como 

Regidor Tercero de ese Ayuntamiento; y 

III. Ambos regidores tomaron posesión el cinco de septiembre 

de dos mil dieciséis.  

Elementos probatorios que en lo individual, con fundamento en 

los artículos 323, fracción II y 324, tercer párrafo, del Código 

Electoral, tienen valor indiciario; sin perjuicio de la eficacia probatoria 

que pueda alcanzar al concatenarse con demás elementos que obren 

en el expediente, acorde con los principios de idoneidad, pertinencia y 

conducencia de la prueba. 

3).- Copia certificada de las Constancias de Mayoría a favor de 

Leopoldo Hernández Santos y Hernán Arjuna Hernández Cortés, como 

décimo primer y tercer regidor municipal propietario, 

respectivamente, postulados por el P.E.S, para integrar el 

Ayuntamiento durante el periodo comprendido del cinco de 

septiembre de dos mil dieciséis al cuatro de septiembre de dos mil 

veinte. 

Elementos probatorios que en lo individual, con fundamento en 

los artículos 323, fracción I y 324, segundo párrafo, del Código 

Electoral, tienen valor pleno por sí mismos en cuanto a su contenido; 

sin perjuicio de la eficacia probatoria que pueda alcanzar al 

concatenarse con demás elementos que obren en el expediente, 

acorde con los principios de idoneidad, pertinencia y conducencia de 

la prueba. 
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4).- Informe fechado el cinco de julio de dos mil dieciocho y 

signado por el Director de Recursos Humanos del Ayuntamiento, del 

cual se desprende que:  

I. Los regidores que integran el Ayuntamiento no tienen un 

horario específico de labores, pues solo acuden a las sesiones 

ordinarias y extraordinarias. 

II. Hasta ese momento, no se contaba con licencia tramitada 

por el regidor Leopoldo Hernández Santos. 

Elemento probatorio que en lo individual, con fundamento en los 

artículos 323, fracción II y 324, tercer párrafo, del Código Electoral, 

tienen valor indiciario; sin perjuicio de la eficacia probatoria que 

pueda alcanzar al concatenarse con demás elementos que obren en el 

expediente, acorde con los principios de idoneidad, pertinencia y 

conducencia de la prueba. 

5).- Copia certificada del acta de sesión ordinaria décimo 

séptima del Ayuntamiento, de fecha uno de febrero de dos mil 

dieciocho, de la que se desprende que por unanimidad de votos se 

aprobó como horario de labores de los servidores públicos de la 

Presidencia Municipal es de ocho horas a dieciséis horas con treinta 

minutos, de lunes a viernes. 

Elemento probatorio que en lo individual, con fundamento en los 

artículos 323, fracción I y 324, segundo párrafo, del Código Electoral, 

tienen valor pleno por sí mismo en cuanto a su contenido; sin 

perjuicio de la eficacia probatoria que pueda alcanzar al concatenarse 

con demás elementos que obren en el expediente, acorde con los 

principios de idoneidad, pertinencia y conducencia de la prueba. 

Una vez que se ha valorado en forma individual el acervo 

demostrativo allegado a este Tribunal Electoral, se debe hacer una 

ponderación en forma conjunta, lógica y jurídica de su contenido, para 

determinar si en la especie se demostró o no la infracción atribuida 

por el Denunciante a los Denunciados.  
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APARTADO D. “VALORACIÓN CONJUNTA DE LOS MEDIOS DE 

PRUEBA, QUE LLEVAN A LA DECLARACIÓN DE INEXISTENCIA 

DE LA VIOLACIÓN ALUDIDA POR EL DENUNCIANTE.” 

 Atendiendo a los conceptos que se han abordado en punto iii del 

apartado B de esta resolución, es claro que hay insuficiencia de 

pruebas para la actualización de la violación a principios electorales 

atribuida a los regidores, el candidato y el P.E.S. (este último por 

culpa in vigilando), en razón que los medios de convicción 

desahogados, solamente sustentan demostrativamente que Leopoldo 

Hernández Santos y Hernán Arjuna Hernández Cortés efectivamente 

son regidores, y que indiciariamente hay elementos para afirmar que 

el día once de mayo de dos mil dieciocho aparecen en dos fotografías 

(el primero de ellos en una, y el segundo en ambas) correspondientes 

a las actividades proselitistas del candidato. 

Sin embargo, no hay elementos que revelen -sin lugar a duda 

razonable- que hayan tenido una participación directa e inmediata en 

ejercicio de su función pública o que hicieran una solicitud de voto a 

los electores como condición para la prestación de su servicio público; 

esto es, no se demostró que utilizaran recursos públicos en esa 

asistencia al acto de proselitismo.  

Cabe señalar que, para que se actualice la multicitada infracción 

electoral, se requieren tres elementos:  

a).- Que las personas a quienes se atribuye la conducta, tengan 

el carácter de servidores públicos;  

b).- Que hayan asistido a un acto de proselitismo, en un 

momento en que debían ejercer su función pública, y por ende 

emplearan recursos públicos; y,  

c).- Que hayan llevado a cabo una participación directa e 

inmediata en ejercicio de su función pública encomendada; o bien, 

que en tal acto proselitista hicieran alguna solicitud de voto a los 

asistentes como condición para la prestación del servicio público a su 

cargo.  
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i. Análisis del primer elemento, consistente en que las 

personas a quienes se atribuye la conducta, tengan el carácter 

de servidores públicos. El cual, a decir del Denunciante y conforme 

al acervo probatorio aportado, consiste en que Leopoldo Hernández 

Santos y Hernán Arjuna Hernández Cortés tengan el carácter de 

servidores públicos. 

Cabe señalar que es “servidor público” toda persona que 

desempeña un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la 

Administración Pública Estatal centralizada o descentralizada, 

empresas de participación estatal mayoritaria, fideicomisos públicos 

en los que el fideicomitente sea el Estado, órganos autónomos, en el 

Poder Legislativo del Estado, en el Poder Judicial del Estado, en las 

Administraciones Públicas Municipales y paramunicipales y cualquier 

persona que maneje recursos considerados como ingresos propios del 

Estado. 

De hecho, en forma más específica la Ley de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos para el Estado de Hidalgo, en su artículo 

215 remite al numeral 150 de la Constitución Local16 para definir 

quiénes son servidores públicos; y, entre ellos se prevé expresamente 

a las regidoras y los regidores.  

Tal calidad de los denunciados, encuentra apoyo demostrativo 

en las pruebas señaladas con el número 3 dentro del apartado C de 

esta resolución, porque se trata de los medios de convicción idóneos 

atendiendo a que en el caso concreto, los regidores fueron designados 

mediante una Constancia de Mayoría, y los mismos fueron expedidos 

por autoridad facultada para tal efecto, como lo es el Consejo 

Municipal Electoral de Huejutla de Reyes. Además de su contenido se 

revela que tales nombramientos tienen vigencia del cinco de 

septiembre de dos mil dieciséis al cuatro de septiembre de dos mil 

veinte, lo que significa que el día de la publicación de las fotografías 

en mención (viernes once de mayo de dos mil dieciocho) -y que a 

decir del Denunciante fue también el día de los hechos- estaban 

vigentes como regidores.  

                                                           
15

 Son sujetos de esta Ley, los servidores públicos señalados en el artículo 150 de la Constitución Política 
del Estado de Hidalgo.  
 
16

 Serán sujetos de juicio político: (…) las Regidoras y los Regidores, (…).  
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Por lo cual, al ser esos medios de convicción un documento 

público, generan plena certeza en quienes esto resuelven, al no 

contarse con ningún otro elemento que desmienta su autenticidad y 

contenido. 

 

ii. Análisis del segundo elemento, consistente en que los 

servidores públicos hayan asistido a un acto de proselitismo, 

en un momento en que debían ejercer su función pública, y por 

ende emplearan recursos públicos. En pertinencia con ello se 

cuenta indiciariamente en solo dos de las tres fotografías extraídas de 

la red social del candidato (prueba número 1, del apartado C de esta 

resolución), que:  

- El Candidato abraza a una señora, y al fondo, de lado 

izquierdo se aprecia al regidor Hernán Arjuna Hernández 

Cortés, y de lado derecho el regidor Leopoldo Hernández 

Santos.  

- El Candidato sentado en círculo con varias personas, también 

sentada, y de lado izquierdo aparece el regidor Hernán 

Arjuna Hernández Cortés.  

Sin embargo, no se ofertaron más elementos de convicción que 

conlleven a confirmar por un lado que su aparición en esas imágenes 

obedeció innegablemente a su intervención en un acto de proselitismo 

-según fotografías publicadas- el once de mayo de dos mil dieciocho; 

porque esta data sólo pone en evidencia que ese día es cuando se 

publicaron unas fotografías en la supracitada red social, mas no 

necesariamente implica que su toma haya sido de idéntica fecha, en 

tanto que constituye un hecho público y notorio que los usuarios de 

Facebook pueden hacer publicaciones de fotografías que correspondan 

a días distintos al de su difusión por esa red social.  

De ahí que, correspondía al Denunciante destruir el principio de 

presunción de inocencia y aportar también otros elementos 

probatorios reveladores de que, las supracitadas fotografías no 

solamente se publicaron el once de mayo de dos mil dieciocho, sino 

que además fueron tomadas en tiempo real (es decir, el mismo día); 
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ya que, en las circunstancias anotadas, nos encontramos ante prueba 

aislada. 

Y, suponiendo sin conceder que las fotografías efectivamente 

hubieran sido tomadas el once de mayo de dos mil dieciocho, al 

vincular su contenido con las contestaciones de la denuncia por parte 

de los regidores, ello sólo nos llevaría a la certeza de que 

efectivamente en la fecha referida estuvieron presentes en un evento 

de proselitismo del candidato, lo que por sí solo, sería un reflejo del 

ejercicio de su derecho humano de libertad de reunión.  

Pero tal circunstancia por sí misma no actualiza la violación a los 

principios referidos por el Denunciante, al no haberse acompañado 

por éste medios de convicción que desvirtúen el principio de 

presunción de inocencia y demostraran que la asistencia de los 

regidores no fue solamente pasiva, es decir para ejercer su derecho a 

recibir información estando presentes en una aglomeración.  

Esto es, el Denunciante tendría que haber probado que la 

presencia de los regidores en ese acto de proselitismo fue activa, mas 

no pasiva como ya se dijo.  

Sobre todo porque las imágenes que se pueden visualizar por 

este Tribunal Electoral en las fotografías que se adjuntaron a la 

prueba número 1, no reflejan que los regidores vistan atuendo que los 

identifique como servidores públicos del Ayuntamiento, lo que revela 

que no estaban interviniendo en ese acto con tal investidura, sin que 

para lo contario haya sustentado alguna afirmación el Denunciante y 

mucho menos aportado medio de convicción para desvirtuar el 

principio de presunción de inocencia.  

 Así las cosas, el medio de convicción aportado es de carácter 

aislado y solamente nos lleva a que, en forma indiciaria, se pueda 

tener información relativa a que efectivamente quienes resultan ser 

los regidores, aparecen fotos de un acto de proselitismo del candidato 

publicadas el once de mayo de dos mil dieciocho en la red social 

Facebook, pero conforme a los principios de pertinencia y conducencia 

de la prueba, no se revela que hayan ostentado su carácter de 

servidores públicos, o que hubieran dejado de atender su función 
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pública como regidores del Ayuntamiento, y que por ende hayan 

utilizado recursos públicos para ese acto de proselitismo. 

Insuficiencia conjunta de carácter probatorio que, conforme al 

principio pro persona, necesariamente conduce a este Tribunal 

Electoral a la convicción de que -según la hora de la publicación- es 

altamente probable que no hubieran desatendido su función como 

servidores públicos; y que en cambio, solamente ejercieron su 

derecho humano de reunión y recibir información, sin haber utilizado 

recursos públicos para tal efecto.  

 Por consiguiente, no está suficientemente demostrado en su 

integralidad el segundo elemento en análisis, para la configuración de 

la violación aducida por el Denunciante, pues al respecto se cuenta 

solamente con dos fotografías -sin confirmación comprobada-, lo que 

las traduce en prueba aislada (como naturaleza de la fuente 

probatoria) en el sentido de que estuvieron presentes en un acto de 

proselitismo, mas no que hayan empleado recursos públicos en ese 

ejercicio.  

 

iii. Análisis del tercer elemento consistente, en que hayan 

llevado a cabo una participación directa e inmediata en 

ejercicio de su función pública encomendada, en tal acto 

proselitista, o bien que hicieran alguna solicitud de voto a los 

asistentes de dicho acto como condición para la prestación del 

servicio público a su cargo. Pese a que la incomprobación del 

segundo elemento sería suficiente para tener por no actualizada la 

infracción denunciada; sin embargo, a efecto de emitir una resolución 

apegada al principio de exhaustividad, se abordará el análisis de este 

tercer elemento.  

En cuanto a este tópico, por un lado no se advierte cuánto 

tiempo -en su caso- los regidores estuvieron durante el acto de 

proselitismo, pues el Denunciante fue omiso en ofrecer medios de 

convicción para tal efecto; y de los recaudados por la autoridad 

investigadora tampoco se revela esa información.  

Adicional a ello, si –como ya dijimos- el atuendo que visten los 

regidores ni siquiera es vinculante con el servicio público que ejercen, 
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no hay indicios de que hayan aparecido en esas fotografías como 

servidores públicos; y, ningún otro elemento de convicción nos lleva a 

determinar en forma pertinente que se haya actualizado este tercer 

elemento en cita. 

Tampoco se aportaron a este Tribunal Electoral, pruebas de que 

hubieran estado en ese acto de proselitismo solicitando el voto a favor 

del candidato o del P.E.S., y mucho menos que hayan condicionado su 

servicio público a cambio de favorecer con el sufragio a los antes 

referidos; pues solamente de esa forma se podría considerar 

actualizada la violación a los principios referidos por el Denunciante.  

Por el contrario, lo que indiciariamente podría deducirse es que, 

efectivamente los regidores aparecen en una publicación realizada un 

día hábil, en dos fotografías relacionadas con un acto de proselitismo; 

y aún suponiendo que hubieran presenciado la totalidad del mismo, 

no lo hicieron en forma activa como servidores públicos y usando 

recursos del erario, ni pidiendo el voto a favor del candidato, ni 

condicionando su servicio.  

 

V. C O N C L U S I Ó N 

 

Por consiguiente, bajo el principio de presunción de inocencia, la 

presencia de los regidores en el acto proselitista del candidato, puede 

razonablemente obedecer al ejercicio de su derecho humano de 

libertad de reunión, pues las aisladas imágenes (sin más fuente de 

prueba de diversa naturaleza) aportadas como elemento de 

convicción no actualizan la prohibición prevista en el artículo 134 de la 

Constitución.  

De ahí que, como un Tribunal Electoral garante de la protección 

de los derechos humanos y el principio de legalidad, debemos realizar 

un ejercicio a la luz de lo previsto en el artículo 1º de la Constitución, 

en que se maximice de forma progresiva ese derecho de los 

regidores, como ciudadanos que también son; siempre que la misma 

no trastoque violación a principios constitucionales, pues claramente 

en este asunto el Tribunal Electoral se enfrenta a la necesidad de 
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ponderar los derechos y principios que se deben privilegiar y tutelar 

en ejercicio de su función jurisdiccional. 

Esto es, al no estar probada la violación a los principios de 

imparcialidad y neutralidad, no debe considerarse el mero ejercicio de 

un derecho humano como vulneración a aquellos; lo que conlleva a 

este Tribunal Electoral a declarar la inexistencia de la conducta 

denunciada.  

Por ende, la sola presencia de los regidores en dos fotografías 

de un acto proselitista del candidato, publicadas el once de mayo de 

dos mil dieciocho en la red social de Facebook, no vulnera los 

principios de imparcialidad y neutralidad recogidos en el artículo 134 

–párrafo séptimo– de la Constitución; ni el homólogo 157 de la similar 

local.  

 Y, en una prelación lógica, si no se demostró que los regidores 

hayan vulnerado los principios aludidos por el Denunciante; entonces 

tampoco el candidato ni el P.E.S. (por culpa in vigilando) incurren en 

ningún tipo de responsabilidad que deba llevar a este Tribunal 

Electoral a la imposición de una sanción.  

 

R E S O L U T I V O S 

 

PRIMERO.– No ha quedado demostrada la violación a los 

principios de imparcialidad y neutralidad que refiere el Denunciante, 

atribuidos a los regidores tercero y décimo primero del Ayuntamiento 

de Huejutla de Reyes –Hernán Arjuna Hernández Cortés y Leopoldo 

Hernández Santos, respectivamente–, Partido Encuentro Social (por 

culpa in vigilando) y su candidato a Diputado Local Sotero Ramírez 

Ramírez; por ende, en el expediente TEEH–PES–011/2018 y su 

acumulado TEEH–PES–019/2018, se declara la inexistencia de tal 

violación. 

 

SEGUNDO.- Notifíquese en los términos de ley.  
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TERCERO.- Hágase del conocimiento público el contenido de la 

presente sentencia, a través del portal web de este Tribunal Electoral. 

 

Así lo resolvieron y firmaron por unanimidad los Magistrados del 

Tribunal Electoral del Estado de Hidalgo: Magistrado Presidente 

Manuel Alberto Cruz Martínez, Magistrada María Luisa Oviedo 

Quezada, Magistrada Mónica Patricia Mixtega Trejo, Magistrado Jesús 

Raciel García Ramírez y Magistrado Sergio Zúñiga Hernández, siendo 

ponente el primero de los mencionados, ante la Secretaria General 

Rosa Amparo Martínez Lechuga que autentica y da fe. 

 


